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    communication innovations have always


    matured more slowly than the technology itself.
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    El auge de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC) ha estimulado un acalorado debate sobre las consecuencias de este fenómeno en las relaciones globales entre países, en los cambios transformacionales de la sociedad, y también en la democracia y la democratización. El objetivo de esta obra es contribuir a comprender hasta qué punto las nuevas TIC tienen el potencial de fomentar la participación deliberativa y el compromiso cívico, y cuáles son las barreras que debe superar este proceso.


    El debate sobre todas estas cuestiones ha evolucionado en una serie de etapas, en respuesta, en parte, a los cambios tecnológicos de los inicios del correo electrónico y las redes. El nacimiento de la comunicación en red a través de ordenadores se remonta a ARPANET, en 1969, una red experimental de cuatro ordenadores, creada por la Advanced Research Projects Agency (ARPA) del Departamento de Defensa de Estados Unidos, con el fin de desarrollar un modo de comunicación seguro a través de múltiples destinos en caso de guerra nuclear. La información se desagregaba en «paquetes» que se transmitían posteriormente a través de varias rutas dispersas: si un enlace no estaba disponible, la información se dirigía a través de rutas alternativas antes de que los paquetes volvieran a agruparse al llegar a su destino. En los años setenta, las redes de comunicación dispersas extendieron el correo electrónico entre comunidades selectivas de científicos y especialistas académicos en centros de investigación y universidades de élite. En 1971, ARPANET conectaba una veintena de ordenadores («servidores») en 15 emplazamientos, entre los que se encontraban el MIT y Harvard, y una década después había más de 312 servidores conectados en red. Este proceso se aceleró en 1986 con el desarrollo por parte de la National Science Foundation de una red troncal de alta velocidad para conectar ciencia e ingeniería aunque, aparte del correo electrónico, seguía siendo un ámbito exclusivo de «frikis». Los datos seguían entregándose normalmente en cinta magnética. Además de los círculos universitarios y las instituciones de investigación, los bancos y las empresas adoptaron las nuevas tecnologías para realizar transacciones financieras.


    Internet, tal y como lo conocemos hoy en día, surgió cuando, en 1989, Tim Berners-Lee, del CERN de Ginebra, inventó la World Wide Web y un lenguaje hipertextual para compartir información a escala mundial, y con el posterior lanzamiento, en 1991, del primer software cliente buscador para acceder a materiales de internet. Unos veinte países estaban conectados a la red, principalmente en América del Norte y Europa Occidental. El avance tecnológico decisivo se produjo en 1993, cuando el Center for Supercomputing Applications lanzó Mosaic, el primer buscador navegador gráfico para la web, disponible primero para sistemas Unix y posteriormente para Microsoft Windows y Apple Macintosh. Con Mosaic ya no era necesario tener conocimientos técnicos para acceder a la web, aparte de la capacidad de hacer clic con el ratón. En octubre de 1994, Netscape Communications lanzó el navegador Netscape Navigator, basado en la tecnología Mosaic y gratuito. Once meses después, Microsoft siguió la tendencia, con el lanzamiento, en agosto de 1995, de internet Explorer, integrado en Windows 95. Las redes originales de científicos de élite en universidades occidentales se ampliaron rápidamente, generalizándose en las sociedades postindustriales antes de extenderse al resto del mundo. El cambio radical que se ha producido en los últimos años se basa en las comunicaciones interactivas deconstruidas a las que se accede a través de múltiples plataformas y dispositivos, y que permiten que teléfonos móviles, ipads y netbooks conecten a los usuarios con las redes sociales.


    ¿Pero qué impacto han tenido estos fenómenos en el ámbito público? Hay interpretaciones para todos los gustos. Para algunos, las nuevas TIC tienen la capacidad no solo de conectar campañas electorales, partidos, Gobiernos y organizaciones de las sociedad civil en democracias consolidadas, sino también de instigar y activar movimientos revolucionarios y transiciones políticas, como bien ilustran las revueltas en los países árabes. Los escépticos sostienen, sin embargo, que, más allá de las redes de activistas políticos, el papel de las TIC sigue siendo limitado. El mundo digital permite, a quienes están interesados, explotar abundantes recursos conectados y comunicaciones interactivas sobre asuntos públicos. Para los apáticos, por otra parte, el mundo digital permite un escape a infinitas distracciones de ocio.


    El debate en torno a estas cuestiones no es nuevo. Lamentablemente, para separar los hechos del espejismo sobre el impacto de las nuevas TIC, cada vez es más difícil establecer evidencias con cierta seguridad, debido, entre otras cosas, a la creciente fragmentación de las plataformas y canales de los medios. Los primeros estudios en materia de comunicación se centraban en las comunicaciones personales, como las conversaciones de persona a persona, las llamadas telefónicas, las discusiones individuales entre familiares y amigos, e interacciones cara a cara, así como en los medios de comunicación de masas, incluyendo medios tradicionales con un emisor y varios receptores como los periódicos, la radio y la televisión.


    Los «medios sociales» en línea permiten, en cambio, a ciudadanos individuales comunicarse interactivamente con diversas redes, pasando por encima de las funciones de los medios de comunicación de masas, concebidos para un público a gran escala, y los medios personales, concebidos para comunicaciones individuales. Las marcas de proyección mundial Facebook, Twitter y Youtube, y sus equivalentes locales, son claros ejemplos de las plataformas de redes sociales más populares, y reflejan la faceta pública de los medios sociales. La información y las noticias también se difunden a través de los canales de los medios sociales de manera todavía más generalizada y menos estructurada mediante una mezcla de blogs en línea, sitios web, crowdsourcing, sistemas para compartir fotos y mensajes de texto, transmitidos a través de teléfonos móviles, ordenadores portátiles, netbooks y tabletas, que alimentan las plataformas agregadas.


    Antes del auge de los medios sociales, a pesar de que siempre podía producirse un solapamiento (como las cartas a los periódicos, programas de radio con llamadas o discusiones sobre programas de televisión), a los analistas les resultaba normalmente más fácil distinguir la fuente original, el canal principal de comunicación y los receptores de los flujos de información. En el entorno contemporáneo de la comunicación, sin embargo, la multiplataforma interactiva genera una mezcla en la que la información se mueve en múltiples direcciones y las fronteras tradicionales se solapan y desaparecen; por ejemplo, los periódicos publican en tiempo real blogs y los comentarios de los lectores, los videos de YouTube aparecen en BBC World News, los tweets proporcionan noticias actualizadas para los niche topics, y los amigos comparten comentarios y enlaces con blogs y fuentes de medios mayoritarios a través de las redes, como Facebook. Las nuevas técnicas de extracción de «Grandes Datos» todavía están evolucionando para entender la plétora de mensajes digitales, tweets, vídeos cargados en la web y blogs en las comunicaciones sociales en línea, pero los especialistas todavía están desarrollando métodos fiables y sólidos para medir los complejos patrones de la interacción social.


    Esta obra aporta nuevas perspectivas para la comprensión del complejo mundo de las TIC, centrándose en el estado actual de la democracia digital y en los retos y las oportunidades que este fenómeno entraña para la deliberación y la participación.
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    Resumen: La teoría política ha registrado, en los últimos años, un punto de inflexión que ha dado forma al enfoque normativo de cuál debe ser el orden social basado en la integración de diferentes posiciones sobre cuestiones morales y pragmáticas. Considerando el diagnóstico del mal augurio de Weber, la teoría deliberativa puede ser el intento más razonable para buscar un principio político de convivencia que respete los puntos de vista plurales y la creciente importancia de la autonomía individual. El objetivo de este capítulo es mostrar la importancia de la teoría deliberativa a través del tiempo con el fin de contextualizar la acumulación de los textos académicos dedicados a ella, así como su creciente importancia actual para la teoría política. A partir de ahí, el capítulo ofrece una visión general de las principales tendencias existentes y proporciona detalles sobre sus diferencias y matices. El capítulo concluye con los desafíos que plantea la teoría deliberativa que se asocian a su capacidad para vincular los principios normativos en un debate pragmático a través de los principales progresos realizados en la investigación empírica comparativa.

  


   


  
    El giro de la teoría política deliberativa ocurrido en los últimos años ha situado a la deliberación en un escenario privilegiado. Uno de sus más importantes propulsores plantea incluso que muchas de las innovaciones que tienen lugar dentro de la teoría política se nutren hoy día de esta (Dryzek, 2000). La anotación de Dryzeck da una idea del alcance e importancia que ha adquirido la teoría deliberativa, aunque eso no significa que haya un total acuerdo respecto a los límites y la falibilidad de la misma. Las razones que han favorecido esta explosión no se deben seguramente a la sencillez o a la claridad de la teoría. Ni tan siquiera podremos apelar a su capacidad explicativa de los fenómenos políticos como baluarte de su expansión. La literatura acumulada alrededor de la deliberación es aquí cualquier cosa menos concluyente (Thompson, 2008; Delli Carpi, 2004). Esto no ha impedido, sin embargo, una explosión de discusiones normativas y estudios empíricos destinados a contrastar, matizar o profundizar todos los elementos propios de la deliberación.


    La deliberación recuerda, en muchos aspectos, a lo que Kuhn calificaría como cambio de paradigma científico. Un cambio progresivo y a la vez general de las formas de entender los fenómenos. Esto, claro, no es obra de alguien en particular, sino que bebe de innumerables fuentes que se solapan y poco a poco trazan un surco al que se remiten las especulaciones contemporáneas. No es este el momento de discutir si la deliberación constituye efectivamente o no un nuevo paradigma. Digamos, para abreviar, que ha conseguido establecer un nuevo horizonte político bajo el cual se modulan muchos de los problemas habituales de la teoría política moderna: igualdad, distribución del poder, participación, influencia, etc.


    La relevancia de la deliberación hoy día tiene mucho que ver con el problema que precisamente ella misma trata de resolver: cómo se puede legitimar el poder en una sociedad identificada con el pluralismo y la igualdad de sus ciudadanos. Según Habermas y Rawls, una vez aceptamos estas premisas, lo que nos llevaría a aceptar que la deliberación solo tiene sentido en un proceso histórico-político, emerge un problema en torno a la legitimidad del poder político, pues ambas características (pluralismo e igualdad) imponen normativamente un horizonte práctico que 1) lleva todo sistema político a pivotar sobre la diversidad y la diferencia, y 2) hace intolerable la admisión de la injusticia y la no igualdad en el trato. En este horizonte se carece de un punto por encima de las partes o de una exterioridad que nos permita establecer prioridades; por tanto, existe un problema a la hora de establecer una ordenación en los conflictos de valores o de los fines, que muy probablemente se den en una sociedad en la que sus ciudadanos se arrogan el derecho de decidir por su cuenta y de cuestionar incluso las tomas de postura de los poderes públicos (Rawls, 1993).


    El dilema que afronta la teoría deliberativa puede encontrarse ya esbozado en Max Weber, cuando este analizó los problemas que emergían en una sociedad caracterizada por un politeísmo de valores. La creciente juridificación de las relaciones sociales creó, para Weber, una esfera de autonomía para los individuos, en la cual estos podían desarrollar sus propios fines sin necesidad de atender un orden superior de constreñimiento. Para Weber este proceso encierra un ángulo oscuro del que sería difícil, por no decir casi imposible, salir. El hecho de que cada individuo pudiera seguir sus propios fines vendría de la mano de la instauración de un orden político basado en la burocracia. A pesar de los aires de libertad que fluirían de dicho proceso, Weber no dejó de mencionar los peligros que encerraba un ordenamiento social burocrático, por ejemplo, a la hora de constreñir la propia libertad y la autonomía individual. La emergencia del politeísmo de los valores escondía así, para Weber, un conflicto de dominación (instrumental). Para la teoría deliberativa, especialmente para Habermas, el politeísmo de los valores abre, por el contrario, la cuestión de la legitimación política a un escenario inexistente anteriormente, que no puede resolverse solo desde una acción racional con arreglo a fines. Frente a la dominación teleológica, Habermas presta atención al desarrollo comunicativo que emerge de la juridificación de las relaciones sociales y enfrenta esa nueva esfera de socialización con la expansión de la burocracia. No son para Habermas fuerzas antagónicas, pero sí diferentes. La primera plantea una acción orientada al entendimiento, que sirve de marco privilegiado de socialización para los individuos dentro de un contexto singular entrelazado a experiencias de vida, normas culturales y valores. Frente a la acción orientada a los fines, que permite una acción estratégica basada en el interés individual, la acción comunicativa primaría los lazos de cooperación o solidaridad, en tanto que las acciones se dirimen en el entendimiento y no en el interés individual por conseguir fines previos. Frente a una coordinación de las acciones en términos instrumentales, se opone una coordinación de las mismas de acuerdo al entendimiento mutuo, lo que significa tener en cuenta los valores y las normas de los contextos vitales.


    Para la teoría deliberativa el problema fundamental sería, entonces, la imposibilidad de justificar los conflictos de valores y fines en una fuente ajena. Las justificaciones tienen que poder entrelazarse con la experiencia vital de los implicados. El problema para Habermas es el de la autolegislación, como lo es para Rawls: en un marco democrático nadie puede seguir una norma si no se siente subjetivamente vinculado a ella. La burocracia, aunque coordine la acción en términos instrumentales, tiene necesariamente que acoplarse, desde el punto de vista de la teoría deliberativa, a los contextos de la vida de los individuos, proceso en el que ambas esferas (la burocracia y la sociedad, en este caso) se influirán. De este modo, la acción instrumental burocrática no es un problema en sí misma, sino cuando neutraliza la posibilidad de que los individuos puedan efectivamente influir sobre ella. El objetivo de la teoría deliberativa sería, entonces, conceptualizar ese escenario político en el que los individuos hablan sobre los asuntos públicos y pueden influir en la formación de la voluntad política y, en consecuencia, pueden tomar parte en los conflictos de valores y fines a partir de sus propios contextos de vida (Habermas, 2000) o de sus visiones comprehensivas del mundo (Rawls, 1993).


    Para la teoría deliberativa la política en una sociedad pluralista puede entenderse como un problema acerca de la fundamentación de las decisiones públicas. El no poder apelar a razones sagradas ni a imperativos de fuerza es lo que obligaría a la sociedad a buscar un nuevo marco de legitimación que contara en su proceso con la implicación directa de los individuos desde sus contextos vitales y visiones del mundo. De otra manera, la norma podría ser interpretada como ajena y la burocracia crear indiferencia. El desafío al que intenta responder la teoría deliberativa es precisamente el desvelamiento de este proceso, mediante el cual la autoridad política adquiere suficiente poder para coordinar las acciones sociales, sin menoscabo de la libertad de los individuos. Este desafío tiene que ver con la delimitación de esa autoridad suficiente para, en un estado de desacuerdo, alcanzar una decisión que sea legítima para todos con independencia de si uno está o no de acuerdo con el resultado obtenido (Thompson, 2008:502). En otras palabras, siguiendo a Rawls (1993), el problema es cómo podemos fundamentar la estructuración de una sociedad de manera que todos aquellos afectados por ella pudieran aceptarla razonablemente.


     


     


    
Los principios normativos


     


    La teoría deliberativa no está reñida con los principios liberales: la mayoría de los académicos parten de ellos con más (Rawls, 1933) o menos (Dryzeck, 2000; Habermas, 2000) intensidad. Recordemos que el problema notorio para el liberalismo es la reconciliación de las libertades y la igualdad de los individuos con la acción de un poder público que puede siempre constreñir a aquellos. La deliberación se posiciona en este debate dentro de una peculiar tradición abierta por Rousseau y que plantea esa reconciliación como un problema de autolegislación, es decir, la solución a ese problema solo es concebible cuando los individuos se sientan vinculados con las decisiones políticas que los afectan. Kant solía decir que Rousseau lo había despertado de su letargo, aunque no aceptaría la solución rousseauniana. En último término, el autor de El contrato social disuelve el individuo en la voluntad general. Frente a esta posición, el filósofo alemán trataría de ofrecer una respuesta racional al problema de la autolegislación salvando la individualidad. Para ello fundamentaría las normas en un proceso racional y subjetivo, conciliando la autoridad de las normas con el desarrollo de la libertad individual mediante el imperativo categórico: «Obra solo de forma que puedas desear que la máxima de tu acción se convierta en una ley universal», que aún hoy sigue formando el sustrato de los grandes principios de la teoría deliberativa (Rawls, 1978; Habermas, 1988). Desde esta perspectiva, la moral se convierte en algo construido, en una especie de verdad política en contraposición al tipo de verdad que emana del conocimiento teórico-científico o al tipo de norma que emanaba de la tradición o los libros sagrados. No es un conocimiento basado en la exactitud empírica, sino un tipo de conocimiento que se forja en el dialogo interior del individuo al ponerse en el lugar del otro.


    Los límites de la formulación kantiana son los que van a servir de fuente a la teoría deliberativa, que reformulará el imperativo categórico desde la intersubjetividad, evitando en lo posible los problemas de solipsismo (y mentalismo) que se derivarían de una norma fundamentada únicamente en la conciencia de los individuos. La intersubjetividad ofrece un escenario que no pertenece a un solo individuo, sino que se genera precisamente en la interacción entre diferentes individuos racionales. La autoridad de las normas ya no emanaría de un ideal racional presupuesto, sino que quedaría entrelazado al propio acto deliberativo. En este sentido, no se trataría tan solo de ponerse en el lugar del otro, que también, sino en aceptar una norma pública porque todos podrían razonablemente admitirla y seguirla. Desde ahí, el imperativo categórico es reformulado en un proceso en el que las normas públicas pueden ser aceptadas «racionalmente» por parte de todos los individuos.


    Tal y como es formulado por Rawls (1993) tras el velo de la ignorancia en una sociedad pluralista, o por Habermas (1999) tras las condiciones pragmáticas de la comunicación, el proceso deliberativo encierra, con sus matices y diferencias, la fundamentación de la autoridad política. El hecho de que esta autoridad resida en la posible aceptabilidad de las normas ofrece a la teoría deliberativa ciertos principios operativos, lo que conlleva, por supuesto, una idea peculiar de la sociedad y de los individuos, que no siempre genera consenso en la teoría política.


    La imagen de los individuos y la sociedad que encontramos detrás de la fundamentación deliberativa de la política requiere, normativamente, un individuo activo o, al menos, reflexivo. El simple hecho de que los individuos puedan convertirse en agentes activos de la formulación concreta de leyes y normas suscita un debate encendido con algunas tradiciones liberales, que han hecho de la división del trabajo político (entre representantes y representados) el elemento motriz del sistema político, por ejemplo, Sartori (1984). Desde el paradigma de la autolegislacion no podría aceptarse, sin embargo, tal división. Eso no significa que la teoría deliberativa cuestione la arquitectura política de las democracias modernas, basadas en la representación de intereses[1]. El problema es cómo se legitima y de dónde obtiene esa representación su capacidad legisladora. ¿Es suficiente únicamente la delegación del voto? Para la teoría deliberativa no es suficiente. No se trata de sumar «intereses», en parte porque eso supondría que sería fácil agruparlos e identificarlos como si fuera posible substraer una foto fija de aquellos. La representatividad como mecanismo favorece además la creación de un poder ajeno, que fácilmente elude entrelazarse a las experiencias de vida de los ciudadanos. Como dice Manin en un trabajo ya clásico, aludiendo precisamente a la posibilidad que tiene la representatividad de diluir la individualidad: «Debemos afirmar, a riesgo de contradecir una larga tradición, que la legitimidad de la ley es el resultado de una deliberación de todos y no la expresión de la voluntad general» (Manin, 1987:352).


    Para la teoría deliberativa esto significa que los individuos son agentes reflexivos, cuyas preferencias, deseos y actitudes no están prefijados de antemano. Digamos que este agente puede, en consecuencia, incorporarse a un debate y cambiar sus preferencias en el transcurso del mismo. Por otro lado, implica que las normas pueden discutirse y, por tanto, que existe un espacio de argumentación abierto a la diversidad que habilita a cada individuo para decir «sí» o «no». El dilema de la teoría política al que la deliberación quiere ofrecer una solución tiene que ver, entonces, con el lugar que se ofrece en la política a un individuo reflexivo, capaz de iniciativa, pero capaz también de discrepar o no aceptar de forma racional lo que ocurre políticamente. Este marco normativo (sujeto reflexivo, autónomo e igual) plantea un sistema político no autoritario y es ahí donde la deliberación adquiere toda su relevancia, pues su objetivo será manejar en ese entorno (plural y poblado de iguales) el desacuerdo, de manera que las decisiones políticas sean legítimas y todos los ciudadanos se sientan a ellas vinculados estén o no de acuerdo (Gutman y Thompson, 2004). La imagen de un agente racional, con información completa y preferencias constantes deja lugar a ese otro agente que aprende, cambia de opinión y decide en consecuencia. Manin lo describió sucintamente: «No necesitamos discutir que cuando los individuos empiezan a deliberar cuestiones políticas, ellos no saben nada de lo que quieren. Ellos saben lo que quieren en parte: tienen ciertas preferencias y algo de información, pero son inseguras, incompletas y a menudo confusas y opuestas la una a la otra. El proceso de la deliberación, la confrontación de varios puntos de vista, ayuda a clarificar la información y matizar las preferencias. Ellos pueden incluso modificar sus objetivos iniciales» (Manin, 1987:351).


    La posibilidad de que la deliberación contribuya y mejore el funcionamiento de la democracia de alguna manera depende entonces de dos elementos: 1) la naturaleza endógena de las preferencias de los individuos, lo que significa que estas son objetos en formación, que no son determinados exclusivamente por razones materiales externas al individuo (Cohen, 1997; Besette, 1980); y 2) la naturaleza argumentativa de las decisiones políticas, es decir, decisiones fundamentadas en los mejores argumentos posibles (Habermas, 1988; Gutman y Thompson, 2004; Mendelberg, 2002). En este sentido, la potencialidad de la teoría deliberativa estribaría básicamente en su capacidad para abrazar normativamente un proceso político (no coercitivo) que descansa en un mecanismo individual (reflexión) que reclama la argumentación (deliberación) como principal procedimiento político. Este será el eje de contrastación empírica de la teoría normativa y el escollo general de la democracia deliberativa, que no siempre genera consenso: ¿Ciertamente todos los individuos aprenden? ¿El cambio de opinión es algo generalizado? ¿Podemos encontrar la pluralidad o diversidad de opiniones en los contextos deliberativos? ¿Es la argumentación el eje principal de una discusión entre individuos libres e iguales? ¿Son los resultados de una deliberación siempre buenos?


     


     


    
El impacto de la deliberación y sus críticas


     


    Chambers planteaba que el elemento central de la deliberación era precisamente la capacidad que aquella tenía para cambiar las mentes y transformar las opiniones (2003:318), lo que ha sido hasta hace relativamente poco tiempo una parte crucial del trabajo empírico sobre la deliberación (Andersen y Hansen, 2007). No obstante, la teoría deliberativa tiene frente a sí importantes desafíos que la llevan a interrogar y, por supuesto, repensar sus fuentes y operacionalización. Podríamos distinguir tres clases distintas de problemas que podemos relacionarlos con tres dimensiones diferentes de la deliberación: 1) en primer lugar, la implicación que tiene la deliberación como procedimiento político. En tanto en cuanto la igualdad y la inclusión de las visiones diferentes en la deliberación son una premisa de la teoría, se plantea hasta qué punto un procedimiento deliberativo puede efectivamente garantizar ambos principios; 2) en segundo lugar, surgen los problemas con la puesta en práctica de la deliberación, donde la teoría debate el efecto que tiene sobre los individuos. Esta es una dimensión enteramente empírica donde se trata de evaluar el respaldo que tienen los principios normativos que mencionábamos en la deliberación «real»; y III) por último, la teoría deliberativa afronta un problema de legitimación, donde se ponen en juego el valor de las decisiones emanadas de un proceso deliberativo. A continuación vamos a ver brevemente cada una de las tres dimensiones mencionadas.


    1. La teoría deliberativa ha abierto un proceso de reflexión fecundo sobre el procedimiento político. A pesar de que la deliberación no tiene como objetivo la sustitución de los procedimientos representativos, indudablemente plantea un proceso de toma decisiones apoyado en el debate y no tanto, como decía Manin, en la expresión de la voluntad general mediante un ejercicio electoral. Esto significa que lo importante del procedimiento político es la posibilidad de hablar y escuchar, al tiempo que se emiten las opiniones propias y se respetan las ajenas. Independientemente de la formulación ideal de la deliberación, esta plantea un procedimiento abierto que debe integrar las capacidades de todos los ciudadanos para participar en pie de igualdad en el debate público. ¿Hasta qué punto la deliberación efectivamente recoge esa implicación igualitaria de todos los ciudadanos?


    El problema planteado tiene un calado enorme en la tradición deliberativa, que nos lleva a hablar de la naturaleza racional de los individuos, lo que sobrepasa con creces la posibilidad de tratarlo en este capítulo. No obstante, esto ha tenido un efecto inmediato en las teorizaciones sobre la deliberación. Dryzeck (2000) recoge ampliamente las críticas de Young y abre el procedimiento a otros tipos de racionalidad, que no solo tengan que ver con la argumentación racional, sino que incluya la retórica, la narración, etc. Bohmann y Richardson (2009), por su parte, discuten ampliamente el principio según el cual el procedimiento deliberativo se apoya en unos resultados que pueden ser aceptados por todos, abogando por una opción más indicativa (lo que acepten) y menos condicional (lo aceptable), lo que seguramente daría más juego a una pluralidad de racionalidades, así como facilitaría los acuerdos. Desde el punto de vista empírico, Jorba (2009) realizó un estudio sobre la calidad de la deliberación en una encuesta deliberativa en Córdoba (España), en la que analizaba directamente el grado de inclusión deliberativa de los participantes. Según su estudio, que clasificaba las intervenciones de los participantes en diversas categorías de entendimiento, podríamos decir que en un entorno ad hoc, bajo unas condiciones deliberativas intensas, la implicación de los participantes es muy amplia, tanto a la hora de tomar la palabra, como a la hora de argumentar y dar razones de sus posiciones. Baiocchi (1999), por su parte, analizó la inclusión deliberativa de los participantes en el presupuesto participativo de Porto Alegre, concluyendo que un procedimiento participativo diseñado para la deliberación pública conseguía integrar en el debate a la mayoría de los participantes. Los resultados de los estudios empíricos nos muestran que en un entorno diseñado para que la ciudadanía participe, la deliberación de todos es posible, más allá de que cada individuo tenga unas capacidades distintas. Otra cosa será seguramente la deliberación en entornos no diseñados a priori para la deliberación, como ocurrirá en las reuniones de organizaciones clásicas, en la vida cotidiana (Mutz, 2006). Esto nos puede enseñar que la deliberación no es un artificio que emerja de la nada, sino que conlleva procedimientos e inversiones políticas para hacerlo posible.


    2. El trabajo empírico destinado a desvelar hasta qué punto la deliberación tiene razón en descansar en los individuos contemporáneos y en convertir la argumentación en un eje de la acción política, ofrece unos resultados que no son del todo concluyentes. Desde el punto de vista de la deliberación ha sido importante mostrar el efecto positivo que tiene en torno a tres grandes bloques: a) el aprendizaje o adquisición de conocimiento por parte de los individuos; b) el cambio de opinión de aquellos; y c) los efectos sobre las actitudes cívicas de los individuos que deliberan. Hay que pensar que la mayoría de los estudios empíricos han sido realizados a partir de experimentos o cuasi-experimentos deliberativos, como las encuestas deliberativas. Esto ha llevado a registrar cualquier variación en los niveles de conocimiento y a registrar los datos agregados en los cambios de opinión como una evidencia positiva de la deliberación. Andersen y Hansen (2007) cuestionan que se pueda hablar de calidad deliberativa solo considerando ambos elementos. Basándose en los trabajos de Papadopoulus y Warin (2007), plantean la calidad deliberativa en un entorno más sofisticado donde, además de los cambios de opinión y la adquisición de conocimiento, se tiene en cuenta los efectos sobre el comportamiento cívico de los individuos que deliberan.


    Considerando los tres niveles mencionados, la evidencia empírica no es, sin embargo, del todo concluyente. De hecho, la evidencia acerca de la adquisición de conocimiento es poco cuestionada. En un entorno deliberativo los individuos aprenden (Fishkin, 2003; Anderdsen y Hansen, 2007; Grönland et al., 2010). Los trabajos de Grönland et al. (2010) muestran que no se aprende lo mismo sobre el asunto acerca del cual se debate, que sobre asuntos que no se tratan directamente (política general). Respecto a los cambios de opinión, las evidencias ya no son tan claras. Ciertamente, muchos trabajos señalan que la opinión se mueve en la dirección del consenso deliberativo alcanzado (Barabas, 2004; Delli Carpini et al., 2004), pero también es cierto que hay trabajos que no registraron cambios de opinión significativos (Barabas, 2004) o que dichos cambios no eran representativos significativamente (Grönland et al., 2010). Respecto al comportamiento cívico de los individuos que deliberan, los resultados son si acaso menos concluyentes. En palabras de Mendelberg, la deliberación incrementa la implicación política de los individuos, la tolerancia y la justificación de las opiniones individuales (2002:153). Andersen y Hansen (2007) confirman el efecto que tiene la deliberación sobre las actitudes de los individuos, como el incremento de la tolerancia o la mayor capacidad argumentativa de aquellos. En su clásico estudio sobre los town meeting in New England, Mansbridge (1986) cuestionaba los efectos positivos esperados de un proceso deliberativo. En lugar de esperar una mayor implicación política, una mayor confianza y el desarrollo de habilidades argumentativas, Mendelberg y Oleske (2000) señalaban la posibilidad de que la deliberación provocara desafección y desconfianza. Analizando el efecto de la deliberación sobre la eficacia política interna del individuo, Morrel (2005) afirma que los resultados no son concluyentes a este respecto. En esta misma línea, Grönlund et al. (2010) no registra cambios significativos sobre la eficacia política interna en una encuesta deliberativa realizada en Finlandia, aunque sí se registran cambios en la disposición a implicarse en la política o en el aumento de la confianza hacia el sistema político.


    Parece que hay suficiente material empírico para apoyar tanto una versión positiva o negativa de la deliberación. En este contexto, Mutz (2006) ha desafiado algunos de los principios de la deliberación al llevar las premisas deliberativas fuera de los entornos creados ad hoc para deliberar y estudiar el efecto que tiene la discusión entre individuos en la vida cotidiana. Mutz hace analogías excesivas al comparar la exposición de los individuos a las visiones y discursos de otros individuos en la vida cotidiana, que no necesariamente significa deliberar en el sentido dialógico de una argumentación (Bohman, 1996), con la exposición a otras visiones y argumentos en un contexto deliberativo. No obstante, su trabajo tiene como objetivo contrastar las premisas deliberativas y más que el discurso o la argumentación, acentúa la existencia o no de una red social diversa, de la que se podría deducir una exposición a ideas diferentes. Su enfoque describiría una realidad en la que los ciudadanos convivirían en un entorno ajeno a la diversidad de opiniones, lo cual plantearía que gran parte de la vida cotidiana se desarrollaría en entornos muy poco deliberativos y expuestos a la diversidad. En dichos entornos, además, ni todos los ciudadanos discuten igual, ni se encuentra una calidad deliberativa universalmente distribuida entre ellos. En cierta manera Mutz acierta al plantear uno de los principales problemas de la democracia deliberativa: hasta qué punto es real su posibilidad en un entorno en el que los individuos habitualmente no están abiertos a la diversidad. Más allá del posicionamiento fuerte de sus conclusiones –que Delli Carpini et al. (2004) o Huckfeldt et al. (2004) contestan e incluso contradicen al mostrar que los estadounidenses sí que están inmersos en redes sociales diversas– los trabajos de Mutz han tenido éxito el plantear la necesidad de abordar la deliberación desde las diferencias individuales y en un contexto no expresamente pensado para deliberar. Esto ha resultado un desafío importante, pues ha puesto de relieve las dificultades existentes para aseverar que los efectos positivos de la deliberación puedan ser considerados universales, poniendo al descubierto la ausencia de estudios cuyo objetivo sean los mecanismos que permiten funcionar a la deliberación y que no solo registren las variaciones de las frecuencias respecto a determinadas variables.


    Algunas contribuciones enmarcadas dentro de este horizonte han señalado la importancia que tienen los procesos deliberativos internos a la hora de analizar el cambio de opinión, la adquisición de conocimiento o los efectos sobre el comportamiento cívico de los individuos que deliberan. Esto acentúa la importancia que tiene en la deliberación el lugar en que esta ocurre. El problema de analizar la deliberación solo a partir de la variación en las frecuencias agregadas lleva a un debate complejo y contradictorio, que no ayuda a comprender bien cómo funciona la deliberación, ni la gran dependencia que tiene esta del contexto en el que tenga lugar la misma (Delli Carpini et al., 2004:336). Otros conocimientos han permitido extraer conclusiones relevantes sobre las diferencias internas que se dan entre los individuos en los procesos deliberativos. Barabas (2004) llega a comparar lo que sucede en un público que ha participado en un entorno deliberativo ad hoc y otro que no lo ha hecho, hallando diferencias significativas con relación al aprendizaje y cambio de opinión a favor de los deliberativos. Wojcieszak et al. (2010) ha analizado las diferencias existentes entre personas que habían participado en un entorno deliberativo ad hoc y sus predisposiciones a participar políticamente después. El ser portador de una opinión fuerte o de la ideología puede condicionar los efectos de la deliberación sobre los individuos, sin embargo, el efecto que tienen otras variables, como el aprendizaje o el cambio de opinión, no afectan significativamente a la predisposición a participar.


    3. Aparte del impacto que puede tener la deliberación sobre los individuos y las condiciones de los procedimientos deliberativos, hay un problema al que no se le ha prestado tanta importancia, pero que esconde una encrucijada que tiene que ver con el mismo proceso de legitimación deliberativa. Si los estudios empíricos nos muestran que los efectos de la deliberación dependen del contexto, del perfil de los individuos e incluso de los procedimientos que se empleen para operacionalizar la deliberación, se podría pensar que la validez de esta o sus resultados no sean siempre «positivos», «correctos» o, incluso, «mejores». Aquí el problema que afronta la deliberación tiene que ver con el valor de sus resultados. ¿Estos tienen validez, digamos, por sí mismos, o se puede atribuir un valor epistémico a los resultados que nos informe de que hay resultados mejores y resultados peores? En breves palabras se trata de dirimir si la deliberación se basa únicamente en su procedimiento como medio de alcanzar la mejor decisión o si efectivamente podemos contar con ciertos valores que informen al procedimiento de lo que es un buen o un mal resultado. Los estudios sobre esta cuestión están lejos de alcanzar un consenso (Bohmann, 1998), pero el problema es crucial. Gutman y Thompson (2004) en principio se distancian de dar un valor meramente procedimental a la deliberación, algo que habitualmente se atribuye siempre a Habermas. Para este el propio acto comunicativo encierra unas condiciones pragmáticas sin las cuales no puede darse la deliberación (acceso abierto, igual participación, ausencia de constreñimientos y sinceridad de los participantes), por tanto, no tiene necesidad de acudir a elementos externos a la deliberación para legitimar los mejores resultados. Gutman y Thompson, por el contrario, piensan que es necesario establecer algún principio sustantivo que los legitimen (2004:136). Este principio es para ellos el de la reciprocidad[2], que es lo que garantizaría o desde donde fluirían los tres principios que dotan de contenido la democracia deliberativa: libertades básicas, oportunidades básicas para todos y distribución de recursos iguales entre los individuos. No obstante, el principio de reciprocidad no parece que vaya mucho más allá de las condiciones pragmáticas de la comunicación habermasiana, pues se nutre del giro intersubjetivo dado al imperativo categórico kantiano. Esta postura, en general, afirma que una decisión adoptada en el debate puede ser correcta si el proceso deliberativo se desarrolla bajo unas condiciones determinadas, que tiene en cuenta, resumidamente, la libertad e igualdad de todos los participantes. Esto no sería alejarse demasiado del valor procedimental de la deliberación.


    La cuestión que algunos autores han puesto de relieve es la necesidad de establecer, además, un valor epistémico a la deliberación, que nos ayude a verificar que un resultado deliberativo sea bueno y razonable (Martí, 2006). Este no es el mejor lugar para discutir pormenorizadamente esta cuestión, pero sin duda constituye también un elemento crucial de la deliberación. En juego está entender la deliberación como un procedimiento argumentativo que, bajo ciertas condiciones (por ejemplo, un procedimiento que garantice la igualdad y la libertad de todos los implicados para deliberar), asegura resultados legítimos, o entender la deliberación mediante procedimientos también no argumentativos, lo que conduciría a justificarse en elementos externos a ella y, por tanto, fuera de los planteamientos de la reciprocidad, por utilizar las palabras de Gutman y Thompson, o de legitimación intersubjetiva de los resultados razonables.


    Podríamos terminar diciendo que las críticas dadas a la teoría deliberativa han contextualizado el impacto que tiene la deliberación en los individuos, pues no todos aprenden igual, ni cambian de opinión del mismo modo, ni se comportan de la misma manera antes y después de la deliberación. Han ayudado a modelar el tipo de procedimiento deliberativo adecuado, así como inducido a reflexionar sobre el valor de sus resultados. Parece indudable que estos problemas van a seguir siendo un hito en los trabajos futuros sobre la deliberación, pero no creo que acaben con el ideal deliberativo, más bien, van a ayudar a matizar su operacionalización, así como retroalimentará progresivamente la teoría normativa. En principio parece razonable pensar que la deliberación no sea un procedimiento propio de la alquimia, que todo lo que toca lo transforma en algo positivo. Hay que considerar quiénes deliberan, pues la falta de diversidad puede polarizar más que acercar a un consenso razonable las opiniones de los participantes (Schkade et al., 2010). La distribución de las capacidades deliberativas puede no ser todo lo universal que se pretendía, lo que inevitablemente nos llevaría a pensar que el impacto de la deliberación depende de las características individuales. Sanders (1997), por ejemplo, no ha dejado de mencionar este problema, planteando la necesidad de rebajar las condiciones de accesibilidad a la deliberación. Tampoco todos los contextos institucionales o procedimientos sobre los que tiene lugar la deliberación tienen el mismo efecto sobre la calidad deliberativa (Landwehr y Holzinger, 2010), por tanto, eso puede alertar de cuando es posible o cuando es mejor la puesta en marcha de un proceso deliberativo.


     


     


    
El lugar de la deliberación en el espacio político


     


    El desarrollo de la teoría deliberativa se nutre de que cada vez menos podemos pensar normativamente la política en contextos coercitivos. Al margen de un contexto no coercitivo, la deliberación no puede darse (Dryzek, 2000). El dilema de la teoría deliberativa es saber si podemos pensar siempre en un contexto político no coercitivo. Barabas (2004) ha acentuado la importancia que tiene este condicionante procedimental, que implica, por ejemplo, la presencia de diversidad y una actitud abierta a la diferencia, esto es, un proceso político que se distancia de la discusión ordinaria y otros procesos de cambio de opiniones. Precisamente este condicionante es puesto en liza por Mutz (2006) en sus trabajos sobre la deliberación en Estados Unidos, al plantear que la apertura de la ciudadanía a las visiones de los otros no sería un fenómeno tan universal. Algo que Sunstein (2003) ya había señalado con relación al uso de las nuevas tecnologías. El debate en torno a este punto es y será esencial en los próximos años, pues se trata de pensar en qué elementos serían necesarios para crear un escenario deliberativo fuerte en un contexto político representativo. En palabras de Thompson esto debiera hacernos pensar sobre qué lugar debiera ocupar la deliberación en nuestro proceso democrático (2008). Esta cuestión pone de relieve el cariz que presenta el problema de la democracia deliberativa desde el punto de vista de su puesta en marcha. Un problema que a pesar del trabajo empírico acumulado hasta hoy no ha sido aun objeto de grandes reflexiones.


    Dryzek se refiere a la «constricción de la economía deliberativa» (2001:652) al considerar la importancia que tiene en todo proceso deliberativo el número de personas que participan y el tiempo disponible para deliberar. Toda propuesta de deliberación debería tener en cuenta ambos elementos si quiere ser factible. Es muy posible que en un medio social en el que priman relaciones instrumentales (trabajo y administración) y en una división del trabajo político que deja a un cuerpo de especialistas el debate de los asuntos públicos, sea difícil encontrar un punto de equilibrio en el que tenga cabida la deliberación abierta de la ciudadanía. No podemos caer en el mito del activista (Fiorina, 1999), ni todo el mundo tiene todo el tiempo necesario para dedicar horas y días al debate público, ni todo el mundo parte con el mismo interés y deseo de hacerlo. Cualquiera que sea el proceso deliberativo que imaginemos, este debería considerar los constreñimientos de la «economía deliberativa». Por tanto, las posibilidades de la institucionalización de la deliberación corren una suerte dispar. Nadie se imagina ya ver a todos los habitantes mayores de edad de un municipio discutiendo en la plaza del pueblo (¡que sería el campo de fútbol del municipio!) sobre qué hacer con una normativa específica. Pero la democracia deliberativa se nutre también de un individuo reflexivo, capaz de cambiar de opinión si se le ofrecen argumentos y con derecho a participar en un debate sobre los asuntos que le afectan. Conciliar ambas posiciones es lo que va a permitir a la democracia deliberativa su desarrollo institucional.


    A partir de estos condicionamientos, la teoría deliberativa aboga por diferentes formas que Thompson (2008:513 et seq.) resume bajo tres escenarios: 1) deliberación distribuida, según la cual las instituciones políticas tendrían a su cargo diferentes tareas deliberativas (el Parlamento debate sobre buenas razones; mediante las elecciones la ciudadanía debate sobre el bien común, etc); 2) deliberación descentralizada, según la cual la ciudadanía entra a un proceso de debate público fragmentario, de forma que puede participar un número indeterminado de personas de forma descentralizada. La mejor forma de llevar a cabo este procedimiento son los presupuestos participativos, de los que ya hay ejemplos en todo el mundo; y 3) deliberación continua, según la cual un cuerpo de representantes propone una política a un cuerpo deliberativo conformado por la ciudadanía. Los resultados de este debate se devuelven al cuerpo político, el cual puede de nuevo someter a debate la nueva política antes de convertirse en norma. Este tercer procedimiento es muy asimilable a los foros deliberativos que ya se realizan bajo la forma de un jurado ciudadano (Font y Blanco, 2007) o una encuesta deliberativa (Fishkin, 2003).


    Todos estos procedimientos tienen sus ventajas y sus inconvenientes. En general, estos asumen la participación cualificada de la ciudadanía, más que priorizar una participación extensa. La distribución de tareas deliberativas se fundamenta, sobre todo, en una reconceptualización del sistema representativo bajo los parámetros deliberativos. Por supuesto, esto significa incorporar procedimientos deliberativos en los mecanismos representativos, pero tiene el desafío de entrelazar esos mecanismos representativos a la vida de los individuos, neutralizando la imagen de mecanismos alejados de las preocupaciones o de los retos de la vida cotidiana. Los presupuestos participativos parten, sin embargo, de una concepción de la participación más extensa, la cual se gestiona fragmentando los espacios de reunión pública. Eso no garantiza la diversidad como lo haría el sorteo, aunque presume de una implicación directa de la ciudadanía en asuntos reales de la gestión pública, donde es fácil hallar el vínculo entre la deliberación y los contextos de vida de los participantes. Por último, los jurados ciudadanos o la encuesta deliberativa parten de una selección aleatoria de la ciudadanía, lo que garantizaría la diversidad de posiciones discursivas y un foro relativamente manejable desde el punto de vista de la deliberación. Sin embargo, tiene el problema de convertir la deliberación en un proceso experimental, alejado de la vida cotidiana.


    La institucionalización deliberativa está lejos de pensar en una transformación sistémica del foro político contemporáneo, las propuestas se encaminan a reforzar el perfil deliberativo del mismo. Eso significa, en principio, que las propuestas van a dotar a los espacios representativos de un rol clave en la promoción de la deliberación y, en segundo lugar, que dibujan foros abiertos a la ciudadanía, articulados de una u otra forma con los espacios representativos. No se trata de que la ciudadanía opere al margen de la división del trabajo tradicional en las democracias modernas, sino de acentuar los mecanismos deliberativos de todo el sistema. En ese proceso, la ciudadanía tiene un papel activo; el problema es actualizarlo. No cabe duda de que en los escenarios descritos las nuevas tecnologías pueden ofrecer soluciones y alternativas que hagan operativas la deliberación. Los presupuestos participativos de la ciudad de Málaga o de Terrassa (ambas en España), por ejemplo, ya emplean las nuevas tecnologías en su desarrollo. Es cierto que no podemos imaginarnos a todo el mundo en la plaza del pueblo, pero sí podemos imaginarnos a un número indeterminado de personas conectadas a una web. Ese paso imaginariamente aporta el contenido necesario para pensar que, tecnológicamente, es posible tener una conversación entre muchos ciudadanos diferentes. Al igual que ha ocurrido con la deliberación offline, su puesta en marcha o la capacidad que tenga una deliberación digital de cumplir los requisitos normativos de la teoría deliberativa (pluralidad y acceso, igual participación, sinceridad y libertad de posicionamientos) será una cuestión que habrá que explorar.


     


     


    
Conclusiones


     


    La deliberación supone un escenario político que permite a los individuos reflexionar sus preferencias en un contexto no coercitivo. Desde esta perspectiva, la deliberación ha acaparado mucha atención en un momento en el que la política empieza a ser analizada en un contexto del ejercicio del poder diferente. Por ejemplo, tanto en la teoría como en la práctica se habla de governance (Papadoulus, 2003), una forma de gobierno caracterizada por relaciones de poder horizontales, de las que ya no cabe esperarse decisiones no justificadas. Esto abre la puerta a entender los procesos políticos en un contexto distinto, marcado por el uso de la palabra y la argumentación, de lo que se derivan las ventajas que un procedimiento deliberativo puede tener en la democracia (Papadoulus y Warin, 2007). Para la teoría política, la deliberación plantea desafíos importantes, cuya naturaleza está con más o menos intensidad administrando los límites de la teoría normativa. No solo es que las premisas deliberativas y la comunicación hayan llevado a repensar los fundamentos de la sociedad (Rawls, 1978; Habermas, 1988), sino que han inducido a repensar también la democracia representativa (Habermas, 2000; Urbinati, 2000). La democracia no sería legitimada por el deseo unánime de todos, sino por el proceso deliberativo de todos (Manin, 1987). Esto plantea una nueva perspectiva en el proceso político, acentuando la necesidad de transparencia y deliberación pública de los temas políticos. La deliberación encuentra en los desarrollos de la sociología de la ciencia un aliado natural, pues una sociedad que no puede esgrimir argumentos técnicos de autoridad, ni tampoco puede acudir a argumentos sagrados, necesita procedimientos argumentativos que legitimen sus decisiones políticas (Bohman, 1996). Desde este punto de vista, el ámbito tecno-científico ofrece un campo particularmente fecundo a la deliberación (Callon et al, 2001).


    Resta decir que el desarrollo de las nuevas tecnologías ofrece un horizonte fecundo a la deliberación (Martí, 2008). No hay hoy en día un medio que ofrezca de forma tan plausible la concurrencia pública de la ciudadanía para debatir un asunto concreto, teniendo en cuenta la «economía de la deliberación. A pesar de las dificultades que entraña la realización de un proceso deliberativo (la diversidad, la igualdad, la argumentación, etc.), su integración con las nuevas tecnologías puede ofrecer un salto cualitativo. Al igual que ocurre con la deliberación offline, la deliberación online afronta desafíos enormes: ¿Hasta qué punto se puede garantizar la diversidad en un foro telemático? ¿Qué tipo de procedimiento es necesario habilitar para conseguirlo? ¿Cuál es la calidad argumentativa?
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